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LA ESPERANZA DE HOY, 
UNA AMENAZA MAÑANA

Carlos Segundo Barrera Sánchez1

 

Antes de abordar los puntos centrales de este 

escrito, y con el interés de profundizar en el 

entendimiento de la problemática de insegu-

ridad que persiste en Colombia, y abordarla 

una y otra vez que lo que vive el país desde 

carácter interno (o no internacional), claridad 

que se hace importante en ocasión a la ya 

vieja discusión que persiste entre quienes 

-

Ahora bien, partiendo por reconocer los 

esfuerzos y desgastes que el Gobierno Na-

cional ha hecho en las negociaciones que 

se desarrollan en La Habana, hay que decir 

con preocupación que LA NEGOCIACIÓN 

DE PAZ CON LAS AUTODENOMINADAS 

FARC-EP (Y EVENTUALMENTE CON EL AU-

TODENOMINADO ELN) CONSTITUYEN 

UNA AMENAZA A LA SEGURIDAD CIU-

DADANA Y URBANA PARA LA SOCIEDAD 

COLOMBIANA EN POSCONFLICTO. 

Los anhelos de paz de todos los colombia-

nos, que rechazan las más de 220.000 muer-

tes violentas ocurridas entre 1958 y 20122 

no pueden servir para ocultar las preocupa-

ciones que se ciernen sobre el proceso de 

negociación que actualmente adelanta el 

Gobierno Nacional. Las razones de la preo-

cupación y causa de la determinación de la 

actual negociación de paz como amenaza a 

resumen en la casi nula preparación de las 

autoridades nacionales para entender y afron-

sustenta en tres sentidos, a saber:

1) Las causas que generaron el surgimiento 

(incluso antes) no serán resueltas en el 
corto ni mediano plazo a pesar del desa-
rrollo y conclusión de uno o dos proce-
sos de paz con la insurgencia. A pesar de 

la cruzada emprendida por el gobierno 

del Doctor Álvaro Uribe Vélez, empeña-

-

lombiano en contra de todas las señales 

que claramente lo mostraban como tal, 

hoy la caracterización de la violencia en 

siglo pasado como una lucha en contra 

de varios grupos subversivos, que con 
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tácticas terroristas, absolutamente repro-

chables, desarrollaron una guerra contra 

el Estado con el propósito de cambiar el 

statu quo de concentración de riquezas 

y poder, corrupción, desempleo, mala 

distribución de la tierra, subdesarrollo, 

carencias alimentarias, de educación y de 

salud que aquejaban (y aquejan) al país. 

Las circunstancias de atraso y precariedad 

mencionadas siguen presentes en la rea-

lidad nacional, y no hay información dis-

ponible que muestre que cambios estruc-

turales en lo social, económico y político 

están prontos a llegar. 

La consecuencia de la que el mundo será 

-

ma, más no la construcción de la tan nom-

brada paz duradera y estable. Con el pasar 

con uno o con los dos grupos subversivos, 

el descontento regresará para reempla-

zar las falsas esperanzas creadas entorno 

a una Colombia mejor, y serán aquellos 

-

to en el siglo pasado (desigualdad social, 

desempleo, distribución inequitativa de 

la tierra, subdesarrollo, abusos laborales, 

-

lud y educación, etc.), los que servirán de 

motivación para nuevas luchas. No serán 

en ese momento 10.000, 11.000 o 12.000 

hombres y mujeres alzados en armas, sino 

todo un país actuando, protestando, mar-

chando y criticando para buscar desestabi-

lizar a los poderes formalmente constitui-

dos. Si bien es cierto, la historia y tradicio-

nes colombianas no muestran a sus ciuda-

danos como los de mejores capacidades 

de agremiación social por un bien común, 

el descontento social será de tal magnitud, 

que aunado a la frustración de un proceso 

llevado, las masas encontrarán la manera 

de protestar, y la violencia, y con ella la 

inseguridad serán pan de cada día. 

El actual proceso de paz en La Habana y 

cualquier otro que pueda generarse con 

el autodenominado Ejército de Libera-

ción Nacional (con quienes hay indicios 

no parecen concentrar sus esfuerzos en 

la solución de los problemas estructura-

les del país, sino en el fortalecimiento 

de plataformas políticas (reeleccionistas 

o no) que responden a intereses particu-

lares de las clases tradicionalmente en el 

poder. Esto claramente se constituye en 

una amenaza hoy a la seguridad de la Co-

2) El débil y poco planeado proceso de re-
incorporación de los que actualmente 
están alzados en armas no ofrecerá ga-
rantías reales de cese de la violencia y 
la delincuencia en la Colombia del pos-

Se estima y se espera que las 

intenciones sean las mejores, pero si el 

Gobierno Nacional no se prepara y no 

prepara a la sociedad (población civil y 

-
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batientes como nuevos y activos ciudada-

nos, la violencia pasará rápidamente de 

los campos a las ciudades. 

paz con las autodenominadas Autodefen-

sas Unidas de Colombia (AUC) en el go-

bierno anterior mostraron que el silencio 

paramilitar de los fusiles en zonas rurales 

se convirtió con agilidad en la apertura 

de la más oscura época de inseguridad 

ciudadana en las principales capitales. 

Poco se habla de manera institucional 

de este fenómeno, pero en cambio mu-

chísimo se comenta en pasillos, en la 

calle, en la academia y en conversacio-

nes privadas acerca de cómo una fuerte 

porción de los 31.671 desmovilizados de 

las autodenominadas AUC3 pasaron a la 

nómina de grupos emergentes y bandas 

criminales como las misteriosas Águilas 

negras, o los autodenominados Rastrojos 

o Urabeños. Así mismo, una porción no 

la delincuencia común en las ciudades 

colombianas. El fenómeno “migratorio” 

-

tes con nacientes estructuras del narco-

hecho que los antiguos combatientes del 

paramilitarismo encontraron en la delin-

cuencia común y organizada su espacio 

-

gadas habilidades criminales. 

Lo concreto es que según la Comisión 

Nacional de Reparación y Reconcilia-

ción, se estima que un 17% de los miem-

bros desmovilizados del paramilitarismo 

pasaron a hacer parte de nuevas estruc-

turas criminales creadas presuntamente 

durante el proceso de desmovilización, 

sin aparentes intensiones de continuidad 

propósito de copar territorios estratégi-

estructuras desmovilizadas4.

social, sicológica, personal, política y co-

a la sociedad, en Colombia la población 

no está preparada para recibir en sus ba-

-

rante años los medios masivos de comuni-

cación vendieron como los responsables 

de crímenes atroces. Y aunque los medios 

de comunicación no han mentido en se-

ñalar a la subversión como los culpables 

de innumerables actos delincuenciales, la 

imagen criminal de la subversión en Co-

lombia es tan profunda que para el ciuda-

dano de a pie será muy difícil verlos como 

compañeros de trabajo, empleados, jefes, 

padres de familia del colegio de los niños, 

en el gimnasio, en el centro comercial o 

como líderes políticos. 

Reparación y Reconciliación. Bogotá. 2007.
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Así las cosas, no es difícil concluir que 

dejaron sus armas convencidos de un 

país mejor, se volcaron a la delincuencia 

como única alternativa viable de sustento 

familiar una vez fueron señalados y dis-

criminados social y laboralmente. Otros, 

seguramente no tan convencidos de la 

perfecta para retornar y realizar lo que 

mejor aprendieron a hacer durante años: 

delinquir. 

Este panorama tiene todas las probabili-

dades de repetirse con el actual proceso 

de negociación con las autodenominadas 

FARC-EP. No se visibiliza en la estrategia 

del Gobierno Nacional cuáles serán los 

mecanismos que se aplicarán para una 

-

batientes. Ante esta situación surgen en-

tonces los siguientes interrogantes: a que 

se dedicarán los desmovilizados?, en que 

serán capacitados y por quién?, que em-

presas, o mejor, que industrias se com-

prometerán con la contratación laboral de 

los desmovilizados insurgentes?, Donde 

vivirán y como serán recibidos los desmo-

vilizados en los barrios donde pretendan 

vivir?. Las respuestas adecuadas y requeri-

das por la sociedad no son imposibles de 

construir, pero si el Gobierno Nacional no 

se prepara y no prepara a la comunidad 

empresarial, industrial, residencial y ciu-

dadana, las consecuencias serán no una 

amenaza a la seguridad sino una agresión. 

3) No hay garantías ni preparación en las 
autoridades nacionales para la aplica-
ción de modelos exitosos de justicia 
transicional. Con los actuales avances 

en tiempo y resultados del proceso de 

negociación con las autodenominadas 

FARC-EP, es hora que el Gobierno Na-

cional dé a conocer con detalle cuáles 

serán los mecanismos y escenarios de 

justicia transicional que serán aplicados 

con este grupo insurgente. La falta de 

claridad actual tiene al país sumido en 

un debate que polariza y fomenta el des-

contento social. Las voces de oposición 

hablan de impunidad mientras el Go-

bierno Nacional desgasta sus discursos 

defendiendo el proceso, pero lo cierto es 

evaluar cómo será la transición luego de 

concluidos los diálogos de La Habana, y 

la incertidumbre genera temor, que pue-

de convertirse en caos, y luego en inse-

guridad. 

El viejo debate entre sí para lograr la paz 

se requiere algo de impunidad en so-

importancia en Colombia en donde no 

parece haber intensiones de perdón en 

muchos sectores estratégicos del país. 

Democracias frágiles, dice Martha Mi-

now, optan por tratar de seguir adelante 

después de períodos de violencia co-

lectiva, para evitar la atmósfera de con-

frontación que se puede generar en los 
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procesos judiciales5, pero los defensores 

de derechos humanos, sostiene Natalia 

Springer, argumentan que esconder bajo 

la alfombra las violaciones cometidas en 

el pasado no solo es moralmente inco-

rrecto, sino políticamente peligroso, en 

cuanto un ambiente de impunidad solo 

contribuye a la profundización de las he-

ridas y a fomentar las divisiones de la so-
6.

-

bierno Nacional que muestre sus cartas 

formales acerca del proceso de transición 

Habana, pues en principio habría que decir 

-

te, pero ante los antecedentes conocidos 

durante la aplicación de la Ley 975 del 25 

de julio de 2005, conocida como la Ley de 

Justicia y Paz, las preocupaciones por la 

-

za a la seguridad no pueden obviarse. Al 

respecto, el balance de la mencionada ley 

arroja 39.546 hechos confesados en justicia 

y paz, 51.906 víctimas relacionadas con los 

hechos confesados y tan solo 14 postulados 

con sentencia en Justicia y Paz7, lo que se 

constituye en una clara muestra de la falta 

de preparación, disposición e infraestruc-

tura que ha evidenciado el Gobierno Na-

cional (y su aparato judicial) en el pasado 

reciente, y el presente, para aplicar meca-

nismos de justicia transicional. 

En oposición al argumento que sugiere 

-

to es apresurado hay que recordar que 

cuando el país no contemplaba la real 

posibilidad de diálogos con las autodeno-

minadas FARC-EP, el Gobierno del Presi-

-

co Jurídico para la Paz. Hoy se sabe que 

para ese momento (la salida a la luz del 

Marco Jurídico para la Paz) el Gobierno 

secreta con la insurgencia, situación que 

-

ción de la oposición), una positiva sen-

sación de previsión, toda vez que antes 

de la instalación formal de Oslo ya la ley 

estaba en trámite. 

Esta misma previsión es necesaria en lo 

del proceso traerá como consecuencia el 

deterioro notorio de la seguridad en las 

ciudades colombianas. La oferta de cir-

cunstancias inapropiadas producto de un 

-

ría abultada: militares pagando condenas 

por actuaciones en medio de la guerra; 

-

de la insurgencia laborando sin la pre-

delitos atroces no juzgados por la falta 

2012 publicado en www.verdadabierta.com, link ESTADÍSTICAS de la página de inicio. 
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de infraestructura; cabecillas de la insur-

gencia ejerciendo actividades políticas en 

congreso, alcaldías, concejos, asambleas 

y gobernaciones; víctimas débilmente 

repartidas entre pocos (incluyendo en 

esos pocos a la insurgencia); ausencia 

de mecanismos efectivos para conocer 

la verdad; reforma agraria lograda en 

negociación aplicada con precariedad y 

-

cesarios para que mezclados se obtenga 

un nefasto coctel de violencia en las ciu-

dades y en el campo colombiano. 

Esta que se ha descrito hasta aquí es enton-

ces una vieja amenaza, la de la inseguridad 

venida por vía del descontento, la protesta 

social y la debilidad institucional que surge 

y se desarrolla como consecuencia de un 

proceso de negociación con la insurgencia, 

desarrollado sin las rigurosidades, las capa-

cidades y la proyección de nación adecua-

da. Sería además, una vieja amenaza, con un 

nuevo ropaje, en la medida en que el país 

será testigo de viejas violencias, urbanas y 

rurales, surgidas como consecuencia de un 

Lo crítico y curioso del asunto es que el nue-

vo ropaje será justamente el generador de 

confusión y distracción en la opinión pública 

y en las comunidades, pues la esperanza de 

paz que albergan los corazones de TODOS 

los colombianos, y que se fortalecerá con los 

Habana, no dejarán ver en el corto plazo las 

inapropiadamente organizado. 

  

¿Cómo abordar esta amenaza a la seguridad?. 

A manera de conclusión hay que decir que 

la prevención y la anticipación (como en el 

combate de toda amenaza), son los únicos 

y útiles caminos para el tratamiento de esta 

situación, que requiere un replanteamiento 

desde lo institucional del proceso de negocia-

ción con los dos grupos insurgentes presentes 

en el territorio nacional. Es necesario que la 

sociedad civil apoye al Gobierno Nacional (y 

viceversa) en la búsqueda de mecanismos de 

anticipación que permitan trabajar y facilitar 

desde ya la construcción del escenario ideal 

La paz como anhelo de TODOS los colom-

bianos obliga a continuar de manera decidida 

de la negociación política, pero la tarea no 

culmina ahí. Esta precisión es de vital impor-

tancia para entender que mientras avanzan 

las necesarias conversaciones de paz, las ins-

tituciones colombianas desde lo municipal, 

departamental, y nacional (principalmente 

estas últimas) deben prepararse para el pos-

además preparar a la población civil. 

pues la guerra “es en sí mismo una situación 
desviada en extremo. Es una de las pruebas 

que pretende resolver por la fuerza las con-
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-
ma irracionalidad”8

sectores de la sociedad representados y diri-

y otros, con el argumento de derrotar a toda 

costa al enemigo terrorista, se constituye no 

en una amenaza para la seguridad, sino en 

una clara agresión en progreso que no pue-

de seguir siendo alimentada. Pero así mismo, 

la paz negociada, sin cambios estructurales 

ni abordaje social, económico y político, sin 

-

lación activa entre el gobierno y la población 

pueden convertirse en el camino ideal para la 

venida de nuevas y crueles violencias. 

El esporádicamente mencionado en medios 

Ministerio de la Seguridad Ciudadana que es-

tructurará y seguramente liderará el General en 

-

tor General de la Policía Nacional, es una bue-

que además deja entrever que será justamente 

esta institución la llamada a apoyar y a hacer 

realidad en las calles el proceso de transición. 

el aparato estatal adiestrado, adoctrinado, mo-

En este sentido, algunas de las necesidades 

y medidas requeridas dentro del proceso 

de transición y preparación nacional para el 

del aparato judicial; desmilitarización de la 

Policía Nacional; sensibilización permanente 

a comunidades y sector empresarial e indus-

-

mado; restitución activa y real de tierras con 

garantías para las víctimas; reacomodamiento 

y redireccionamiento de los roles, funciones y 

competencias de las fuerzas militares; puesta 

en marcha de una Comisión de la Verdad; fo-

mento al levantamiento de la memoria histó-

rica (el informe ¡BASTA YA!9 ha sido un buen 

inicio); implementación de mecanismos de 

reparación simbólica colectiva (monumentos, 

medallas y reconocimientos) para víctimas 

-

dios masivos de comunicación sobre su rol de 

apoyo y construcción de memoria y verdad 

productivos para la generación de empleos 

a población desmovilizada; fomento de diá-

logos víctima-victimarios para la sanación de 

heridas y descentralización y fortalecimiento 

de las regiones como entidades con autono-

mía para el desarrollo, entre otros.

La paz es posible, y también lo es la construc-

sendas del desarrollo, pero se requiere de la 

participación de todos y de la voluntad políti-

ca de un gobierno que debe desprenderse de 

su propia agenda e intereses particulares para 

poder avanzar. 

Bogotá D. C., 2002. 
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